Radicado No.: 2016-00025-01
Accionante: Dora Lilia Flórez y otras 
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Decisión: Confirma


EFECTOS INTERCOMUNIS/ Imposibilidad de extender los efectos del fallo de tutela a terceras personas que aunque compartan una misma condición con las partes interesadas, no acreditan que se hallen en similares circunstancias a las que dieron origen a la acción  
(…) no encuentre este Juez Colegiado que en el presente asunto se cumplan los requisitos jurisprudenciales para hacer que los efectos de una sentencia inter partes se hagan inter comunis, puesto que no hay manera de afirmar (…) que todas las internas de la Reclusión de Mujeres La Badea, se encuentren en una situación de riesgo de sus derechos a la salud, tal como es el caso de las accionantes cuyas historias clínicas se anexan y permiten verificar la urgencia y necesidad de la intervención del Juez de tutela. Además, no se puede decir que la A-quo no conjuró de manera alguna la situación que respecto a la prestación de servicios de salud se presenta dentro de ese penal, muestra de ello es que a pesar de que las órdenes impartidas buscan mitigar la situación de las actoras, las mismas también protegen a las demás reclusas, ya que obligan tanto a las directivas de la cárcel como las demás accionadas a realizar las gestiones administrativas para lograr la contratación del personal y los servicios respectivos para que a las internas se les brinde atención en salud de manera eficaz y oportuna.” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-535 de 1998, A-051 de 1998, SU-1023 de 2001, T-185 de 2009 y T-266 de 2013.
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	Procedencia: 
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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, la impugnación interpuesta por la agente oficiosa de las internas de la Cárcel “La Badea” de Dosquebradas, señoras DORA LILIA FLÓREZ, LUZ KATHERINE Y JAQUELINE ARROYAVE, MARIETH VILLADA VALENCIA, LUZ ADRIANA PRADA REINA, NANCY JOAQUINA GÓMEZ ROMÁN, JOHANA ARTEAGA JIMÉNEZ, MELBA CEBALLOS Y EVA MARÍA ORDOÑEZ, contra el CONSORCIO FONDO PARA LA ATENCIÓN EN SALUD PPL, DIRECCIÓN NACIONAL DEL INPEC Y RECLUSIÓN DE MUJERES “LA BADEA”, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a salud y a la vida en condiciones dignas. 
ANTECEDENTES
Relata la defensora pública que el 30 de diciembre de 2015 se celebró contrato entre el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 y Caprecom EICE en Liquidación, el cual garantiza la continuidad en la prestación de servicios de salud para las personas privadas de la libertad a cargo del INPEC. A pesar de ello, afirma que la Regional Risaralda de la Defensoría del Pueblo, entidad a la que ella pertenece, ha recibido múltiples quejas en relación con más de 60 servicios médicos suspendidos a las mujeres internas en la R.M. La Badea, ello por no entrega de medicamentos, no realización de exámenes y procedimientos quirúrgicos, entre otros; razón por la cual se realizó visita a ese sitio de reclusión a fin de constatar la situación de salud de las mujeres que allí se encuentran, obteniendo como resultado que los casos más urgentes y preocupantes son los siguientes: 
· Dora Lilia Flórez, tiene 38 años de edad, desde el año 2004 tiene diagnóstico de VIH Positivo razón por la cual requiere que se le suministre “ABACAVIR X 300X2, DIDANUXINAX X400X1” los cuales no debe suspender, pero que a pesar de ello no se le entregan desde el mes de septiembre del año 2015.
· Nancy Joaquina Gómez Román, 53 años de edad, padece de tumor maligno de la glándula tiroides, en mayo de 2015 el cirujano oncólogo ordenó que de manera urgente se le realizara una cirugía de “vaciamiento de la glándula tiroides” la que no ha sido autorizada y menos realizada. 

· Marieth Villada Valencia actualmente tiene 4 meses de gestación, siendo su embarazo de alto riesgo por toxoplasmosis; durante estos meses solo ha recibido un control y todavía no se le realizan exámenes a fin de constatar su estado gestacional, sus condiciones médicas y del bebé, y mucho menos ha recibido multivitamínicos o controles.
· Johana Arteaga Jiménez, fue diagnosticada con carcinoma papilar de tiroides y precedente metastacico vía linfática; desde enero del año en curso no se le suministra la “Levotiroxina 250mg” que requiere para su control, además lleva dos años sin control por oncología. 

· Melva Ceballos, 54 años de edad, padece de glaucoma en ambos ojos  razón por la cual la oftalmóloga tratante le ordenó aplicarse unas gotas llamadas timol, sin que se las hayan suministrado, al igual que tampoco le han autorizado la cita de control con el especialista. 

· Eva María Ordoñez Urrutia, 40 años de edad, a causa de una infección en sus encías requiere de manera urgente “exodoncia, remoción de lesión, regeneración ósea e implantas y rehabilitación”, pero desde agosto del 2015 tiene pendiente esos procedimientos sin que hasta el momento se le haya dado una respuesta frente al mismo, a pesar de los múltiples derechos de petición que ha enviado a las distintas entidades. Afirma que tienen constante supuración en las encías y la infección ya le daño el hueso. 
Hace saber la libelista que entrevistada la Directora del Centro de Reclusión, informó que el PPL 2015, se encuentra en proceso de legalización de contratos del personal médico y asistencial para esa entidad, quienes iniciarían labores una vez legalizados los contratos; en punto de la prestación de servicios con red hospitalaria externa, la misma aún no es posible por falta de contratos, al igual que sucede con el suministro de medicamentos, razón por la cual desde hace varios meses no se les entregan a las internas los que requieren, situación que se torna bastante preocupante, espacialmente, por aquellas que padecen VIH, las de oncología y las embarazadas. 
Por todo lo narrado, considera la abogada libelista que a las internas que ella representa se les está vulnerando su derecho fundamental a la salud, seguridad social y vida en condiciones dignas, por ello solicita que se tutelen sus derechos y se le ordene al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, prestarle de manera expedita los servicios médicos que requieren de manera integral.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, admitió la presente acción constitucional mediante auto del 18 de febrero del año que avanza, ordenando la vinculación de la Dirección Regional del INPEC, la Unidad de Servicios Penitenciarios y a la Fiduprevisora S.A. encargada de la liquidación del Caprecom; así las cosas dispuso la notificación a cada una de ellas. 
Posteriormente, el 2 marzo de 2016 profirió fallo por medio del cual decidió tutelar los derechos fundamentales invocados por la parte actora, al considerar que la no prestación oportuna de los servicios de salud que las internas de la Reclusión de Mujeres “La Badea” de Dosquebradas, vulnera los mismos, poniéndolas en un estado de indefensión frente a la administración, dada su condición de reclusas. Así las cosas, le ordenó a la Directora de la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas proceder a tomar todas las acciones necesarias ante la Unidad de Servicios Carcelarios y Penitenciarios, el Consorcio Fondo para la Atención de la Población Privada de la Libertad y Caprecom IECE, para que les suministren a cada una de las accionadas lo que actualmente requieren para la atención de sus distintas patologías las cuales fueron relacionadas en la providencia; atención que debe ser integral. Aunado a ello, le ordenó a Caprecom autorizar y suministrar los procedimientos, citas e insumos que demandan las accionantes. Al Consorcio Fondo para la Atención de la Población Privada de la Libertad, suministrar los recursos, contratar y realizar las demás gestiones administrativas que le correspondan para la autorización y suministro de los procedimientos, citas e insumos que demande la atención integral de las accionantes. Para todo ellos concedió el improrrogable término de 48 horas contados a partir de la notificación de la decisión. 
IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, la representante de las accionantes procedió a impugnar el fallo pues considera que a pesar de que la Juez de instancia protegió los derechos fundamentales de las internas por ella mencionadas en su tutela, omitió pronunciarse en favor de todas las demás reclusas que actualmente se encuentran recluidas en la Cárcel “La Badea”, mujeres a quienes, al igual que a las accionantes, se les están vulnerando sus derechos fundamentales a la salud e integridad, pues a ellas tampoco se les están prestando servicios médicos desde hace 5 meses; por ende, considera que es importante que se impartan órdenes, claras y precisas, al Fondo de Atención en Salud PPL 2015 en el sentido de gestionar los contratos de manera inmediata para que se le garantice el acceso a salud a toda la población reclusa del Centro de Reclusión Femenino “La Badea”, y además que se atiendan los más de 60 requerimientos médicos que se encuentran pendientes; ello atendiendo la especial condición de sujeción e indefensión. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Competencia

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000.
Problema jurídico planteado

Revisado el expediente encuentra la Sala que en esta tutela debe establecer si es o no procedente dentro del presente asunto ordenarle al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, realizar la contratación pertinente y brindar todos los servicios que requieren la totalidad de las mujeres recluidas en el Establecimiento Carcelario de Mujeres “La Badea” de esta ciudad, haciendo de esa manera extensivo los efectos del fallo de tutela proferido en favor de las accionantes dentro del presente asunto. 

Solución

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho a la salud
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y la seguridad social están consagrados en el artículo 48 constitucional cuando define la seguridad social como “… un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad en los términos que establezca la ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social (...)”. Bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional, incluyendo a la población reclusa, tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes vigentes en nuestro país, subsidiado y contributivo, ello como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución. 
Respecto al tema dijo la Corte Constitucional:

“El derecho a la salud de las personas recluidas en Establecimientos Carcelarios y Penitenciarios posee la misma connotación de fundamental y genera la misma obligación Estatal de satisfacción, no sólo porque se trata de un derecho estrechamente vinculado con el derecho a la vida y a la dignidad humana, sino también por la relación especial de sujeción del recluso frente al Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo.”

En esa misma línea, anteriormente la misma Corporación había dicho que le corresponde al sistema penitenciario, prestarle a los reclusos la atención medica que requieran de manera oportuna, a fin de no hacer más gravosa su situación, es así como en la sentencia T-535 de 1998 dijo:

“Por la salud del interno debe velar el sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, conservación y recuperación de su salud. Es claro que, por su misma circunstancia, quien se encuentra privado de la libertad no goza de autonomía -como la persona libre- para acudir al médico cada vez que lo desee o necesite, y que, por lo general, tampoco le es posible escoger a los facultativos que deban examinarlo, tratarlo u operarlo. (…) No basta con que las autoridades del centro penitenciario efectivamente establezcan unas fechas para que éstas se realicen. Es indispensable que tales citas se programen y se cumplan, de conformidad con los criterios de racionalidad y previa la adopción de indispensables precauciones y cuidados con miras a la seguridad. El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura.”
Sobre la vida en condiciones dignas
El artículo 1º superior establece que Colombia es un Estado fundado en la dignidad humana, por ello la Constitución Política en su artículo 12 dispone que “nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”. 
Para el caso de las personas privadas de la libertad, este derecho es de aquellos que no tienen ningún tipo de limitación a pesar de la reclusión, por tanto es deber del Estado, representado en este caso por el Inpec, garantizar el respeto y reconocimiento del mismo dentro de los penales; por ello el artículo 4º de la Ley 1790 de 2014 que modificó el artículo 5º de la ley 65 de 1993, establece que dentro de las cárceles debe predominar “el respeto a la dignidad humana, a las garantías constitucionales y a los derechos humanos universalmente reconocidos. Se prohíbe toda forma de violencia síquica, física o moral”. Frente a esto, dijo la máxima guardiana constitucional:

“Dicho principio ha sido reconocido por las normas internacionales[64] de los derechos humanos e interpretado por la Observación General núm. 21 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y que este tribunal resumió, así[65]:

 

“(i) todas las personas privadas de la libertad deberán ser tratadas en forma humana y digna, independientemente del tipo de detención al cual estén sujetas, del tipo de institución en la cual estén recluidas; (ii) los Estados adquieren obligaciones positivas en virtud del artículo 10-1 del Pacto, en el sentido de propugnar por que no se someta a las personas privadas de la libertad a mayores penurias o limitaciones de sus derechos que las legítimamente derivadas de la medida de detención correspondiente; y (iii) por tratarse de una ‘norma fundamental de aplicación universal’, la obligación de tratar a los detenidos con humanidad y dignidad no puede estar sujeta, en su cumplimiento, a la disponibilidad de recursos materiales, ni a distinciones de ningún tipo’”[66].
 

La Corte Constitucional ha señalado que para el Estado nace el deber de respetar la dignidad humana de las personas privadas de la libertad, ya que “constituye el pilar central de la relación entre el Estado y la persona privada de la libertad, y es, además, una norma fundamental de aplicación universal, reconocida expresamente por los tratados y convenios de derechos humanos, prevalentes en el orden interno (…)”[67].”

Sobre los efectos de los fallos de tutela
De la lectura del artículo 28 del decreto 2591 de 1991 se puede concluir que los efectos de los fallos de tutela son inter partes, esto es, entre las partes que intervienen en el asunto como accionante, accionado o vinculado, y sus beneficios no le son extensibles a personas que no intervinieron en él. Frente a ello ha dicho la Corte Constitucional:
“Esta Corporación ha estimado que, en virtud  de lo dispuesto en el artículo 28 del Decreto 2591 de 1991, los fallos de tutela sólo producen efectos interpartes, como quiera que la acción de tutela se instituyó como un mecanismo de defensa subjetivo de carácter personal y de contenido concreto, cuyo titular es la persona agravada o amenazada en sus derechos fundamentales, quien  tiene el deber de iniciarla directamente o por medio de apoderado.”

A pesar de lo anterior, la Máxima Guardiana de la Constitución, ha dejado claro que existen ciertos casos, muy excepcionales, en los cuales hacer una extensión inter pares o inter comunis de lo decido en un caso concreto por el juez de tutela, se hace necesario a fin de evitar la repetición de la violación de derechos fundamentales tutelados. 
Frente a este tema, en la Sentencia SU-1023 de 2001, la Alta Corporación Constitucional  desarrolló las razones que justifican la extensión de los efectos a los fallos de tutela, indicando: 

 

 “Existen circunstancias especialísimas en las cuales la acción de tutela no se limita a ser un mecanismo judicial subsidiario para evitar la vulneración o amenaza de derechos fundamentales solamente de los accionantes. Este supuesto se presenta cuando la protección de derechos fundamentales de los peticionarios atente contra derechos fundamentales de los no tutelantes. Como la tutela no puede contrariar su naturaleza y razón de ser y transformarse en mecanismo de vulneración de derechos fundamentales, dispone también de la fuerza vinculante suficiente para proteger derechos igualmente fundamentales de quienes no han acudido directamente a este medio judicial, siempre que frente al accionado se encuentren en condiciones comunes a las de quienes sí hicieron uso de ella y cuando la orden de protección dada por el juez de tutela repercuta, de manera directa e inmediata, en la vulneración de derechos fundamentales de aquellos no tutelantes.
 En otras palabras, hay eventos excepcionales en los cuales los límites de la vulneración deben fijarse en consideración tanto del derecho fundamental del tutelante como del derecho fundamental de quienes no han acudido a la tutela, siempre y cuando se evidencie la necesidad de evitar que la protección de derechos fundamentales del accionante se realice paradójicamente en detrimento de derechos igualmente fundamentales de terceros que se encuentran en condiciones comunes a las de aquel frente a la autoridad o particular accionado.”
Y en una posterior oportunidad, en la Sentencia T-946 de 2011, recalcó:

“Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad entre las personas a las que se les conculcan sus derechos fundamentales y acuden a la acción de tutela y aquellas que a pesar de encontrarse en la misma situación no tienen la calidad de accionantes, es preciso que la decisión del juez de tutela sea uniforme y tenga los mismos efectos para unos y otros. Así entonces, para dictar fallos con efectos inter comunis deben observarse los siguientes requisitos: “(i) que la protección de los derechos fundamentales de los peticionarios atente o amenace con atentar contra los derechos fundamentales de los no tutelantes; (ii) que quienes no acudieron a la acción de tutela y los accionantes se encuentren en condiciones objetivas similares; y (iii) que con la adopción de este tipo de  fallo se cumplan fines constitucionales relevantes tales como el goce efectivo de los derechos de la comunidad y el acceso a la tutela judicial efectiva.”
Así las cosas, es evidente que cuando se pretende extender los efectos de una sentencia de tutela a otras personas que no fueron parte, como accionantes, dentro de ella, es necesario que el juez revise cuidadosamente el cumplimiento de ciertas condiciones especiales relacionadas con ese grupo de personas a quienes se les pretende brindar protección. 
Del caso concreto
En el presente asunto se tiene que una funcionaria de la Defensoría del Pueblo, en virtud de lo establecido en los artículos 46 y 47 del Decreto 2591 de 1991, actuando en nombre y representación de un grupo de reclusas del Establecimiento Carcelario de Mujeres de Pereira, el cual se encuentra ubicado en el sector de La Badea del vecino municipio de Dosquebradas, presentó acción de tutela en contra de ese establecimiento penitenciario y de otras entidades, a fin de lograr que a estas ciudadanas se les brindara atención médica, toda vez que cada una de ellas padece de algún tipo de patología que requiere atención urgente, sin que se les haya prestado a pesar de que en algunos casos ya han transcurrido varios meses en espera de la misma.
Con base en lo anterior, la Juez de primer nivel tuteló los derechos fundamentales reclamados por las señoras Dora Lilia Flórez, Nancy Joaquina Gómez Román, Marieth Villada Valencia, Johana Arteaga Jiménez, Melva Ceballos, Eva María Ordoñez Urrutia, Luz Katherine y Jaqueline Arroyave; ordenándole a las accionadas brindarles la atención médica que reclaman. A pesar de ello, la representante de la Defensoría del Pueblo, impugnó el fallo para reclamar que los efectos del mismo se hicieran extensivos a las demás internas del ya mencionado centro penitenciario, en atención a que a ellas también se les vulneran sus derechos pues se tiene conocimiento de que existen más de 60 solicitudes médicas atrasadas. 

Como se anunció en el acápite de problema jurídico, es evidente que lo que pretende la representante de la Defensoría del Pueblo es que un fallo inter partes genere efectos inter comunis; en ese orden de cosas y a la luz de lo dicho por la jurisprudencia constitucional, debe decir la Sala que revisado cuidadosamente tanto el libelo petitorio como sus anexos, no se halla dentro de ello un sustento probatorio que le dé píe al juez constitucional para acceder a lo pedido, puesto que más allá de las referencias que hace la petente frente a como se vulneran los derechos de las internas de La Badea, no hay nada que sustente ello, en especial en cuanto a las solicitudes represadas. 
Bajo esa perspectiva, afirmar abiertamente que todas las mujeres que se encuentran privadas de la libertad el RM de Mujeres local se encentran en las mismas condiciones que las aquí accionantes, es una ligereza, pues si bien para nadie es un secreto que desde un tiempo para acá el INPEC viene presentando problemas en la prestación del servicio de salud a la población reclusa del país, por cuenta del proceso de liquidación del anterior operador del sistema, no puede asegurarse que con ello se están vulnerando los derechos fundamentales a la salud y la vida digna de esas personas, primero porque muchos internos del país, a pesar de encontrarse privados de la libertad reciben atención médica por intermedio de EPS del régimen contributivo, y segundo porque no todos presentan problemas de salud para los que no se les haya brindado la atención oportuna. 
De esa manera, no encuentre este Juez Colegiado que en el presente asunto se cumplan los requisitos jurisprudenciales para hacer que los efectos de una sentencia inter partes se hagan inter comunis, puesto que no hay manera de afirmar, como ya se indicó, que todas las internas de la Reclusión de Mujeres La Badea, se encuentren en una situación de riesgo de sus derechos a la salud, tal como es el caso de las accionantes cuyas historias clínicas se anexan y permiten verificar la urgencia y necesidad de la intervención del Juez de tutela. Además, no se puede decir que la A-quo no conjuró de manera alguna la situación que respecto a la prestación de servicios de salud se presenta dentro de ese penal, muestra de ello es que a pesar de que las órdenes impartidas buscan mitigar la situación de las actoras, las mismas también protegen a las demás reclusas, ya que obligan tanto a las directivas de la cárcel como las demás accionadas a realizar las gestiones administrativas para lograr la contratación del personal y los servicios respectivos para que a las internas se les brinde atención en salud de manera eficaz y oportuna. 
En conclusión no se accederá a la pretensión de la impugnante y más bien se le insta a que si desea buscar la protección de los derechos de todas las mujeres que actualmente se encuentran recluidas en la cárcel “La Badea”, interponga una acción de grupo pues ese sería el camino más expedito para tal cosa.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 2 de marzo de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas-Risaralda, por medio del cual se brindó protección a los derechos invocados por la Defensora Pública ANA CAROLINA PÉREZ BOHORQUEZ, quien actúa en nombre y representación de las señoras DORA LILIA FLÓREZ, LUZ KATHERINE Y JAQUELINE ARROYAVE, MARIETH VILLADA VALENCIA, LUZ ADRIANA PRADA REINA, NANCY JOAQUINA GÓMEZ ROMÁN, JOHANA ARTEAGA JIMÉNEZ, MELBA CEBALLOS Y EVA MARÍA ORDOÑEZ, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia T-185 de 2009.


� Corte Constitucional, sentencia T-266 de 2013.


� Corte Constitucional, sentencia A-051 de 1998, M.P. Dr. Fabio Morón Díaz. 
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